
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

“Versión pública elaborada de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 de la 
LAIP: “En caso que el ente obligado deba publicar documentos que en su 
versión original contengan información reservada o confidencial, deberá 
preparar una versión que elimine los elementos clasificados con marca que 
impidan su lectura, haciendo constar en nota una razón que exprese la 
supresión efectuada”. Para el caso, algunos documentos emitidos por 
esta  institución contienen datos personales relativos a números de Documento 
de Identidad, Número de Identificación Tributaria (NIT), firmas y otros datos 
que en aplicación del artículo 24 letra “a” de la LAIP es información que debe 
protegerse de difundirse pues pertenecen a su titular”. 
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DECRETO No. 18 

* * * 
GOBIERNO DE :* 4'~il. *: EL SALVADOR 

*V* 
* * * 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, 

CONSIDERANDO: 

l. Que el Art. 1 de la Constitución contempla que El Salvador reconoce a la persona 

humana como el origen y el fin de la actividad del Estado, que está organizado 

para la consecución de la justicia, de la seguridad jurídica y del bien común. 

11. Que el Art. 65, inciso 1° de la Constitución establece que "La salud de los 

habitantes de la República constituye un bien público. El Estado y las personas 

están obligados a velar por su conservación y restablecimiento"; y que el artículo 

246 inciso 2° parte final, establece que "El interés público tiene primacía sobre el 

interés privado". 

111. Que de acuerdo al Art. 66 de la Constitución, el Estado dará asistencia gratuita a 

los habitantes en general cuando el tratamiento constituya un medio eficaz para 

prevenir la diseminación de una enfermedad transmisible, caso en que toda 

. ) persona está obligada a someterse a dicho tratamiento. 

IV. Que el 30 de enero de 2020, la Organización Mundial de la Salud (OMS) declaró el 

brote del nuevo coronavirus (COVID-19) como una emergencia de salud pública 

de importancia internacional, aceptando los consejos del Comité de Emergencia 

del Reglamento Sanitario Internacional. 

V. Que el 11 de marzo de 2020, la OMS, ante la grave problemática de salud antes 

relacionada, declaró el brote del nuevo coronavirus (COVID-19) como una 

pandemia; por sus alarmantes niveles de propagación y gravedad. 



VI. Que la jurisprudencia constitucional relativa a la salud mandata al Estado 

diferentes ámbitos de protección como la adopción de medidas para su 

conservación, pues la salud requiere de una protección estatal tanto activa como 

pasiva contra los riesgos exteriores que puedan ponerla en peligro, de ah'I que se 

deban implementar medidas que, desde el punto de vista positivo, tiendan a la 

prevención de cualesquiera situaciones que la lesionen o que restablezcan dicha 

condición y, desde el punto de vista negativo, que eviten la comisión de cualquier ) 

acto que provoque su menoscabo. 

VII. Que otra obligación por parte del Estado es el cumplimiento del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que en su Art. 12 

establece que: "Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de 

toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental"; y 

entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes se encuentra "c) La 

prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 

profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas". 

VIII. Que, entre otra normativa internacional, la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, el mismo Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales y el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo 

de San Salvador", obligan y mandatan al Estado de El Salvador a reconocer que 

toda persona tiene derecho a la salud, estando obligado a garantizar las 

condiciones necesarias para satisfacer dicho derecho a su población; por ello, 

debe adoptar medidas para el cumplimiento de compromisos, obligaciones y 

recomendaciones, a favor de la salud de los habitantes de la República, para este 

caso específico de la pandemia decretada por la OMS. 

) 
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IX. Que el Art. 24 de la Ley de Protección Civil, Prevención y Mitigación de Desastres, 

establece que podrá declararse estado de emergencia, en parte o todo el 

territorio nacional, cuando el riesgo o peligro provocado por un desastre para las 

personas, sus bienes, servicios públicos o ecosistemas lo ameriten, para lo que se 

tomará como base la evidencia del riesgo o peligro y la ponderación que haga el 

Director General de Protección Civil, Prevención y Mitigación de Desastres. 

X. Que sobre esa base, la Asamblea Legislativa emitió el Decreto Legislativo No. 593, 

de fecha 14 de marzo de 2020, publicado en el Diario Oficial No. 52, Tomo No. 426, 

de esa misma fecha, se declaró estado de emergencia nacional, estado de 

calamidad pública y desastre natural en todo el territorio de la República, a raíz 

de la pandemia por COVID-19, por el plazo de treinta días. 

XI. Que mediante Decreto Legislativo No. 622 de fecha 12 de abril de 2020, publicado 

en el Diario Oficial No. 73, Tomo No. 427, de esa misma fecha, se aprobó el 

prorrogar la vigencia del referido Decreto Legislativo No. 593, por un período de 

4 días que feneció el 16 de abril de 2020. 

XII. Que mediante Decreto Legislativo No. 631 de fecha 16 de abril de 2020, publicado 

en el Diario Oficial No. 77, Tomo No. 427, del mismo mes y año, se aprobó 

prorrogar los efectos del referido Decreto Legislativo No. 593, por un periodo de 

15 días, que fenecieron el 1 de mayo de 2020. 

XIII. Que mediante Decreto Legislativo No. 634 de fecha 30 de abril de 2020, publicado 

en el Diario Oficial No. 87, Tomo No. 427, del mismo mes y año, se aprobó 

prorrogar la vigencia del referido Decreto Legislativo No. 593, por un período de 

15 días, que fenecen este día 16 de mayo de 2020. 

XIV. Que el día 14 de mayo de 2020, la Presidencia de la República presentó a la 

Asamblea Legislativa la correspondiente iniciativa de ley para una nueva prórroga 

del Decreto Legislativo No. 593, habida cuenta de la persistencia e incremento de 



las circunstancias que motivaron el decreto de Estado de Emergencia Nacional, 

ponderando en esa oportunidad la necesidad que la administración pública 

continuara desarrollando las actividades de salud, protección, contención, 

erradicación y demás medidas que se han venido implementando para hacer 

frente al combate de la Pandemia del COVID-19. 

XV. Que en la Sesión Plenaria No. 1061 del mismo día 14 de mayo de 20201 dos 

legisladores solicitaron incorporar en sus respectivas oportunidades la pieza de 

correspondencia que contenía la iniciativa de ley para la prórroga del Decreto 

Legislativo No. 5931 obteniendo en el primer caso únicamente 38 votos favorables 

para su incorporación, y en el segundo, solamente 11 1 de modo que no se 

introdujo la iniciativa de prórroga del Decreto Legislativo No. 593 en la Agenda de 

la Sesión Plenaria celebrada en esa fecha. 

XVI. Que el órgano Ejecutivo, consciente de la persistencia de la situación de 

emergencia por la Pandemia de COVI D-19 que atraviesa el país y el mundo entero, 

ha llevado a cabo acciones tendentes a alcanzar acuerdos que pongan en primer 

término la vida y la salud de los habitantes de la República, instando a la 

Presidencia de la Asamblea Legislativa y a las diferentes fracciones que 

conforman dicho órgano, para que se convoque a sesión plenaria y se emita la 

prórroga requerida, incluyendo una reunión celebrada con un grupo de 

parlamentarios de diferentes fracciones legislativas el día 15 de mayo de 2020. 

XVII. Que pese a los esfuerzos que se han llevado a cabo, el Presidente de la Asamblea 

Legislativa reiteró en su cuenta oficial de twitter, a las quince horas con dieciocho 

minutos de este día 16 de mayo de 20201 que la convocatoria a Sesión Plenaria 

ordinaria está convocada para las 3 PM del día lunes 18 de mayo de 20201 fecha 

en que ya habría terminado la vigencia del Estado de Emergencia Nacional, 

emitido por medio del Decreto Legislativo No. 593. 
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XVIII. Que en vista de lo antes señalado, el Ministro de Gobernación y Desarrollo

Territorial convocó en esta misma fecha a la Comisión Nacional de Protección

Civil, Prevención y Mitigación de Desastres, para celebrar Sesión Extraordinaria

Número 19, en la que se abordó como PUNTO ÚNICO de la Agenda la Aprobación

de un propuesta al señor Presidente de la República para que se Decrete el Estado

de Emergencia Nacional por la Pandemia por COVID-19, a fin de que se considere

la ponderación que el Director General de Protección Civil, Prevención y

Mitigación de Desastres, ha llevado a cabo basándose en un informe actualizado

del Ministro de Salud sobre la situación de la Pandemia por COVID-19 a nivel

nacional e internacional, mediante el cual se demuestra la gravedad de los hechos

y el incremento de la afectación que dicha enfermedad está ocasionando en el

mundo entero y en la República de El Salvador, acordando en el Acta respectiva:

"Proponer al Presidente de la República se decrete el Estado de Emergencia

Nacional por la Pandemia por COVID-19, de conformidad con el Art. 24 de la Ley

de Protección Civil, Prevención y Mitigación de Desastres"¡ Acta cuya certificación

fue remitida a esta Presidencia de la República en esta misma fecha.

XIX. Que en el artículo 24 inciso 2° de la "LEY DE PROTECCIÓN CIVIL, PREVENCIÓN Y

) MITIGACIÓN DE DESASTRES" literalmente se establece: "Si la Asamblea

Legislativa no estuviere reunida podrá el Presidente de la República decretar el

Estado de Emergencia, debiendo informar posteriormente al órgano

Legislativo"¡ siendo esta una norma jurídica válida y vigente, emitida por la

Asamblea Legislativa, en la que le establece una potestad consagrada a favor del

Presidente de la República que le habilita, dentro del marco del principio de

legalidad establecido en el artículo 86 de la Constitución, que pueda Decretar el

Estado de Emergencia Nacional cuando ocurra una situación como la acontecida

en esta fecha, en que el Decreto Legislativo No. 593 y sus prórrogas vence¡ se



mantienen las circunstancias materiales que motivaron su emisión original con 

manifiestas agravaciones; la Asamblea Legislativa no se encuentra reunida, ya 

que su Sesión Plenaria Ordinaria se llevará a cabo hasta el día lunes 18 de mayo de 

2020; y se cumplen los requisitos formales y materiales para hacer uso de dicha 

potestad, pues la expresión "Si la Asamblea Legislativa no estuviere reunida", 

debe entenderse en un sentido distinto al que ha sido interpretado en alguna 

oportunidad por medio de la hermenéutica histórica, ya que la normativa de 

protección civil data del 31 de agosto de 2005, refiriéndose justamente a 

situaciones como la presente. 

XX. Que precisamente: (i) a raíz de las motivaciones y ponderaciones contenidas en 

dicha Acta de la Comisión Nacional de Protección Civil, Prevención y Mitigación 

de Desastres; (ii) a causa de la finalización de la vigencia de la última prórroga del 

Decreto Legislativo No. 593, que culmina en esta fecha 16 de mayo de 2020; (iii) 

también por las valoraciones que se realizan por esta Presidencia de la República 

entorno a la situación actual de la Pandemia por COVID-19 -declarada así por la 

OMS como organismo internacional a cuyas directrices está sujeto El Salvador-, 

cuya gravedad nacional e internacional se consideran hechos notorios a causa de 

) 

la propagación y mortandad que ha ocasionado; (iv) sumado a la circunstancia ) 

fehaciente de que la Asamblea Legislativa no se reunirá sino hasta el día lunes 18 

de mayo de 2020 a las 3 pm; (v) a raíz del hecho manifiesto que la declaratoria de 

Estado de Emergencia Nacional de la Pandemia por COVID-19 se vuelve necesaria 

para que la administración pública continúe desarrollando las actividades de 

salud, protección, contención, erradicación y demás medidas que se han venido 

implementando para hacer frente al combate de la Pandemia del COVID-19; (vi) 

aunado todo ello a la imperiosa necesidad de mantener un estatus de hecho y de 

derecho derivado de las normas contenidas en el Decreto Legislativo No. 593, que 
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en su oportunidad y con sus subsecuentes reformas y prórrogas, se han 

establecido como derechos adquiridos a favor de la población, evitando con ello 

que se generen perjuicios que trasciendan de la salud por causa del COVI D-19, y 

que la terminación de la vigencia del mencionado Decreto Legislativo irrogue 

perjuicios económicos y de carácter laboral en los habitantes de la República, 

todo en aras de garantizar la seguridad jurídica como un principio de máxima 

jerarquía constitucional; se hace absolutamente indispensable DECRETAR EL 

ESTADO DE EMERGENCIA NACIONAL DE LA PANDEMIA POR COVID-19, 

respetando la esencia del régimen jurídico establecido por la Asamblea 

Legislativa por medio del texto del Decreto Legislativo No. 593 y sus posteriores 

reformas vigentes hasta esta fecha, a fin de evitar que se ocasionen mayores 

perjuicios a la vida, a la salud, a la economía, a la estabilidad laboral, y a la 

seguridad jurídica de la población. 

POR TANTO, 

En uso de sus facultades constitucionales, y con base en el artículo 24 inciso 2° de la Ley 

de Protección Civil, Prevención y Mitigación de Desastres, 

DECRETA: 

ESTADO DE EMERGENCIA NACIONAL DE LA PANDEMIA POR COVID-19 

Art. 1.- Declárase Estado de Emergencia Nacional, Estado de Calamidad Pública y 

Desastre Natural en todo el territorio de la República, dentro del marco establecido en 

la Constitución, a raíz de la pandemia por COVID-19, por el plazo de treinta días, como 

consecuencia de la afectación por la pandemia por COVID-19, para efectos de los 



mecanismos previstos en la Ley de Protección Civil, Prevención y Mitigación de 

Desastres, la Ley de Adquisiciones y Contrataciones de la Administración Pública, demás 

Leyes, Convenios o Contratos de Cooperación o Préstamo aplicables; a fin de facilitar el 

abastecimiento adecuado de todos los insumos de la naturaleza que fueren necesarios 

directamente para hacer frente a la mencionada pandemia. 

Art. 2.- Se establecen como medidas inmediatas para la atención de la 

emergencia, las siguientes: 

a) El Ministerio de Salud deberá ejecutar todas las acciones necesarias, a fin de dar 

cumplimiento al Plan de Prevención, Contención y Respuesta a la pandemia por COVID-

19, y prestar los servicios públicos indispensables para evitar su propagación entre los 

habitantes de la República; y, 

b) El Ministerio de Salud efectuará la evaluación médica, con el personal 

debidamente capacitado y protegido, de toda persona sospechosa o confirmada como 

portadora de COVI D-19, o que haya estado expuesta a su contagio, teniendo la atribución 

para indicarle cuarentena obligatoria, conforme a los protocolos sanitarios establecidos. 

Los centros de cuarentena deberán contar con infraestructura, servicios y 

condiciones sanitarias adecuadas para garantizar la dignidad y la salud física y mental de 

las personas sometidas a tal régimen. 

Los hospitales privados autorizados por el Ministerio de Salud, podrán prestar 

servicio de salud por la atención de la cuarentena a que se refiere el presente decreto; 

para tal efecto, deberán notificar obligatoriamente a la autoridad competente dichos 

casos en el tiempo y forma que establece la ley. Lo anterior con base en el Art. 35, letra 

' ) 
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c) de la Ley de Protección Civil, Prevención y Mitigación de Desastres y la Ley del Sistema 

Nacional Integrado de Salud. 

Art. 3.- Los integrantes del Sistema Nacional de Protección Civil, Prevención y 

Mitigación de Desastres, demás entidades públicas, de conformidad a sus atribuciones, 

y los cuerpos de socorro y entidades humanitarias, brindarán toda la colaboración y 

apoyo requeridos para la prevención, atención y control de la pandemia por COVID-19, 

especialmente en lo referente a la salud, alimentación y disposición de lugares para la 

atención de la población. 

La población en general estará obligada a colaborar y acatar las disposiciones que 

se tomen al respecto por las autoridades competentes, so pena de incurrir en las . 

responsabilidades penales, civiles y administrativas pertinentes. 

Art. 4.- No podrá ser objeto de despido todo trabajador o trabajadora que sea 

objeto de aislamiento o cuarentena por COVID-19, ordenada por la autoridad de salud 

competente, o todas aquellas personas imposibilitadas de regresar al lugar de trabajo 
1 

) por restricciones migratorias o sanitarias decretadas en el País o en el extranjero y 

tampoco podrán ser objeto de descuento en su salario, ambas medidas por ese motivo. 

La garantía de estabilidad laboral comenzará a partir de haberse emitido u 

ordenado la cuarentena correspondiente y se extenderá por tres meses después de 

haberse concluido la misma, salvo que existan causas legales de terminación de la 

relación laboral, sin responsabilidad para el patrono. 



Las personas que cumplan aislamiento, cuarentena controlada por la pandemia 

de COVID-19, así como aquellas que sean ingresadas a hospitales por haber desarrollado 

la enfermedad, tendrán el mismo tratamiento de las incapacidades temporales por 

enfermedad común, previstas en el Código de Trabajo y la Ley de Asuetos, Vacaciones y 

Licencias de los Empleados Públicos, para todos los efectos legales y económicos 

correspondientes. Solamente en estos casos, el Instituto Salvadoreño del Seguro Social 

está obligado a cubrir la totalidad del subsidio diario por incapacidad al trabajador o 

trabajadora con cuarentena, durante el tiempo requerido para ella y de conformidad a lo 

señalado en el Art. 48 de la Ley del Seguro Social y el Art. 24 del Reglamento de 

Aplicación del Régimen del Seguro Social. 

Art. 5.-A partir de la entrada en vigencia del presente Decreto y hasta por el plazo 

de treinta días, se suspenden en todo el sistema educativo nacional, público y privado, 

las clases y labores académicas presenciales. Todos los centros escolares y demás 

instituciones académicas deberán remunerar con salario ordinario a su personal, durante 

todo el plazo que comprenda la suspensión de labores en virtud de este artículo. 

. ) 

Igualmente, queda habilitada la administración pública para suspender las labores ) 

de los empleados de las instituciones del sector público y municipal, siempre que por la 

naturaleza del servicio que se presta en cada institución no se considere vital para brindar 

el auxilio y la ayuda necesaria para superar la emergencia. Los empleados públicos 

tendrán la remuneración ordinaria correspondiente durante el tiempo que dure la 

suspensión. Para los efectos de este Decreto, se consideran vitales los servicios de 

asistencia de salud, protección civil y seguridad pública. 
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Asimismo, los Jefes de unidades primarias y secundarias de organización quedan 

facultados para llamar a los empleados de sus dependencias a fin de que presten 

servicios que se consideren necesarios en la emergencia en forma adecuada, 

responsable y sostenida. Los referidos Jefes de unidades primarias y secundarias de 

organización deberán permanecer en disponibilidad en sus lugares de trabajo. 

Los titulares de cada dependencia deberán informar de tal situación al personal a 

su cargo. 

Art. 6.- La Policía Nacional Civil brindará toda la colaboración necesaria a las 

autoridades del Sistema Nacional de Protección Civil, Prevención . y Mitigación de 

Desastres, de manera ágil y oportuna, para la ejecución de las medidas de su 

competencia en el marco de la prevención, atención y control de la pandemia por COVID-

19; a fin de evitar situaciones que pongan en peligro la salud de la población. 

La Fuerza Armada auxiliará a la población en la presente emergencia, debiendo 

prestar los servicios que le fueran requeridos y encomendados en el marco de la 

' ) emergencia, con base en las funciones y facultades que la Constitución establece. 

Art. 7.- El Ministro de Gobernación y Desarrollo Territorial, en su calidad de 

Presidente de la Comisión Nacional de Protección Civil, Prevención y Mitigación de 

Desastres, rendirá los informes detallados y relacionados con este Decreto, cada 15 días 

al órgano Legislativo. 



Sin perjuicio a Jo anterior, la Fuerza Armada y la Policía Nacional Civil, deberán de 

informar detalladamente a la Asamblea Legislativa en los mismos plazos, sobre las 

distintas actividades realizadas en el marco de este Decreto. 

Art. 8.- Como consecuencia de la declaratoria del Estado de Emergencia indicado, 

el Ministerio de Hacienda podrá gestionar la obtención de recursos financieros de 

aquellas entidades u organismos multilaterales, cooperantes, países amigos o agencias 

de cooperación, que hayan requerido de la citada declaratoria para acceder a estos 

recursos. Tratándose de empréstitos voluntarios, dentro o fuera de la República, deberá 

de aplicarse Jo dispuesto en el artículo 148 inciso segundo de la Constitución. 

Art. 9.- Actívanse los mecanismos de gestión de asistencia humanitaria 

internacional, para disponer de todos los recursos necesarios para prevenir los riesgos y 

para brindar atención a la población que pudiera resultar afectada por el COVID-19. 

La presente disposición adquiere carácter especial y prevalecerá sobre cualquiera 

que la contrarié, inclusive sobre los procedimientos de adquisición y contratación 

establecidos en la LACAP, con base en lo dispuesto en el artículo 173 de dicha ley. 

Art. 10.- Mientras dure el Estado de Emergencia Nacional, se podrá contar con el 

personal necesario en las entidades de gobierno para atender las necesidades vitales del 

Estado y de esta forma, permitir que la cadena de suministros funcione adecuadamente, 

para evitar desabastecimientos de todo tipo de bienes y servicios. 

Se faculta al Ministerio de Hacienda, a través de sus respectivas áreas, para 

establecer procedimientos que garanticen que el manejo de los recursos que deban 

) 
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utilizarse en el contexto del presente Decreto, sean focalizados directamente a la 

atención de la declaratoria del Estado de Emergencia ocasionado por la pandemia del 

COVID-19. 

Las transferencias de asignaciones presupuestarias entre distintas instituciones 

del sector público no financiero, con el propósito de atender oportunamente las 

necesidades generadas por el Estado de Emergencia Nacional serán conocidas con 

carácter de urgencia por la Asamblea Legislativa. 

Lo dispuesto en el presente artículo deberá cumplirse oportunamente, sin 

perjuicio de las facultades constitucionales que le competen a la Corte de Cuentas de la 

República. 

Art. 11.- Autorízase temporalmente la aplicación de "Lineamientos Específicos 

para Compras de Emergencia", emitidos por el Ministerio de Hacienda, a través de la 

UNAC, únicamente a efecto de realizar contrataciones o adquisiciones directamente 

relacionadas a la prevención, tratamiento, contención y atención de la pandemia por 

) COVID-19. 

Asimismo, se autoriza la utilización de los medios tecnológicos y electrónicos 

necesarios y disponer de la documentación formal para la gestión de la compra y el 

trámite de pago; autorizándose además a las gerencias financieras· institucionales, a 

efectuar los pagos correspondientes de manera anticipada, siempre y cuando medie 

documento idóneo que garantice que el suministro será recibido. 



Todas las disposiciones de la LACAP, deberán observarse excepto las contenidas 

en este decreto. 

Todas contrataciones en el marco de este decreto, se harán bajo los principios de 

la Ley de Acceso a la Información Pública: principio de máxima publicidad, disponibilidad, 

prontitud, integridad, igualdad, sencillez, gratuidad y rendición de cuentas. 

Las adquisiciones y contrataciones que se soliciten para garantizar el 

equipamiento de los hospitales requeridos para atender la emergencia, bienes, servicios, 

son los siguientes: dispositivos médicos: respiradores o ventiladores mecánicos, bombas 

· de infusión continuas, monitores cardiacos, electrocardiogramas, camas hospitalarias; 

insumos médicos: mascarillas quirúrgicas y mascarillas n95, trajes de protección especial 

y aislamiento, guantes, gafas de protección; medicamentos: lopinavir/ritonavir, 

hidroxicloroquina, cloroquina, interferón alfa 2b, azitromicina; ambulancias, entre otros 

directamente relacionados con la emergencia declarada por la pandemia por COVID-19, 

y otros similares y necesarios; estarán exentos del pago de todo tipo de impuesto fiscal, 

aduana!, municipal, incluyendo todo tipo de aranceles, el impuesto a la transferencia de 

bienes muebles y a la prestación de servicios (IVA), las cuales serán de carácter temporal, 

concluyendo sus efectos al cesar la vigencia del presente decreto. 

Una vez culminada la emergencia declarada por la pandemia del COVID-19, las 

instituciones que hubieren recibido recursos destinados a cubrir las necesidades de la 

población, procederán a realizar la correspondiente liquidación de los mismos, anexando 

la documentación por cada procedimiento de adquisición realizado; ello sin menoscabo 

de las potestades de revisión de la Corte de Cuentas de la República y otras autoridades 

competentes; asimismo se deberá presentar al órgano Legislativo un informe cada 30 
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días, detallando los bienes y servicios adquiridos, amparados en el presente decreto, 

incluyendo la información del proveedor y monto erogado. 

Al final de la emergencia deberá enviar un informe detallado y completo de cada 

liquidación a la Asamblea Legislativa dentro del plazo de 30 días. 

Los recursos recibidos se invertirán bajo los principios de transparencia y 

rendición de cuentas y en su ejecución no estarán sujetos a reserva alguna. 

Autorízase a . las municipalidades a realizar contrataciones directas según lo 

dispuesto en el artículo 72 literal b) de la LACAP, únicamente a efectos de realizar 

contrataciones o adquisiciones directamente relacionadas a la prevención, tratamiento, 

contención y atención de la pandemia del COVID- 19, debiendo rendir el informe 

correspondiente previsto en este decreto. 

Art. 12.- Todos los actos que se emitan en el marco de este Decreto, están 

sometidos al principio de máxima publicidad. 

Art. 13.- Los Decretos Legislativos y Ejecutivos emitidos a la fecha dentro del 

marco de la Pandemia por COVI D-19, y los actos de aplicación de los mismos, mantendrán 

su validez y vigencia. 

Art. 14.- El presente Decreto deberá informarse a la Asamblea Legislativa en la 

Sesión Plenaria Ordinaria que se llevará a cabo el día lunes 18 de mayo de 2020. 



Art. 15.- El presente Decreto entrará en vigencia el día de su publicación en el 

Diario Oficial, y tendrá una vigencia de 30 días. 

DADO EN CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los dieciséis días del mes de mayo de dos 

mil veinte.-

-----Firma ilegible-----
Pronunciado por Nayib Armando Bukele Ortez,

Presidente de la República




